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PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LAS FISCALÍAS Y 
PROCURADURÍAS ESTATALES A CREAR FISCALÍAS ESPECIALIZADAS QUE ATIENDAN EL 
DELITO DE FEMINICIDIO Y DELITOS POR RAZONES DE GÉNERO, SUSCRITA POR LA 
DIPUTADA LILIA AGUILAR GIL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT Y DIPUTADOS 
INTEGRANTES DE DIVERSOS GRUPOS PARLAMENTARIOS 

 

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Leobardo Alcántara Martínez, Jaime Baltierra 
García, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Alfredo Femat Bañuelos, Irma Yordana Garay 
Loredo, Marisela Garduño Garduño, Esther Martínez Romano, Maribel Martínez Ruiz, Jorge 
Armando Ortiz Rodríguez , Maria de Jesús Paez Güereca, Ángel Benjamín Robles Montoya, 
Ana Karina Rojo Pimentel, María de Jesús Rosete Sánchez, Pedro Vázquez González, Shirley 
Guadalupe Vázquez Romero, Victoriano Wences Real, del del Grupo Parlamentario del 
Partido del Trabajo; Aleida Alavez Ruiz, Karla Yuritzi Almazán Burgos, Raymundo Atanacio 
Luna, Martha Barajas García, Jorge Alberto Barrera Toledo, Juan Angel Bautista Bravo, 
Adriana Bustamante Castellanos, Martha Azucena Camacho Reynoso, Susana Cano 
González, Celestina Castillo Secundino, María Guadalupe Chavira de la Rosa, Armando 
Corona Arvizu, Erika Vanessa Del Castillo Ibarra, Steve Esteban Del Razo Montiel, Félix Durán 
Ruiz, Brenda Espinoza López, José Luis Flores Pacheco, María Clemente Garcia Moreno, 
Antolín Guerrero Márquez, César Agustín Hernández Pérez, Arturo Roberto Hernández 
Tapia, Mónica Herrera Villavicencio, Javier Huerta Jurado, Salma Luévano Luna, Julio César 
Moreno Rivera, Alma Delia Navarrete Rivera, Jaime Humberto Pérez Bernabe, Laura Imelda 
Pérez Segura, Martha Robles Ortíz, Ángel Miguel Rodríguez Torres, Noemí Salazar López, 
Carlos Sánchez Barrios, Martín Sandoval Soto, María Sierra Damián, Paola Tenorio Adame, 
Julieta Kristal Vences Valencia, del Grupo Parlamentario de Morena; Joanna Alejandra Felipe 
Torres, del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional; Blanca María del Socorro Alcalá 
Ruiz, Mariana Erandi Nassar Piñeyro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional; Elizabeth Pérez Valdez, Ana Cecilia Luisa Gabriela Sodi Miranda, del Grupo 
Parlamentario Partido de la Revolución Democrática; Amalia Dolores García Medina del 
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de la LXV Legislatura de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1 fracción I 
y 65 numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y demás disposiciones relativas 
y aplicables, someto a la consideración de esta Honorable asamblea la proposición con 
punto de acuerdo de urgente resolución por el que se exhorta a las Fiscalías y 
Procuradurías a crear Fiscalías especializadas que atiendan el delito de feminicidio y 
delitos por razones de género , al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

Las mujeres están expuestas a sufrir algún tipo de violencia, ya sea en el seno de sus 
familias, en las áreas públicas, en el transporte, en los espacios escolares o laborales, cuando 
participan en la política o cuando lo hacen en espacio cibernético; sin importar su edad, 
condición socioeconómica, identidad y orientación sexual, su pertenencia étnica o su 
condición de discapacidad, la amenaza y los actos de la violencia dañan su integridad y 
vulneran su derecho a vivir una vida libre de violencia. 
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La violencia contra las mujeres por el hecho de ser mujeres, en efecto, ocurre de manera 
diferenciada entre distintos grupos en los cuales se intersectan distintas vulneraciones de 
sus derechos humanos impidiéndoles el ejercicio pleno de otros derechos. 

Asimismo, el confinamiento por COVID-19 incrementó la exposición de las mujeres a parejas 
o familiares con comportamientos abusivos y evidenció que la violencia de género es de 
índole estructural. Con base en las cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (Sesnsp), en 2019 se registraron 10.5 asesinatos de mujeres al día y de 
enero a abril de 2020, la cifra ascendió a 10.8 mujeres asesinadas al día.1 

La violencia contra las mujeres y las niñas en razón de género también tiene serias 
repercusiones para las comunidades, el tejido social, la atención de la salud y sobre la 
productividad; también conlleva elevados costos para la salud psicológica de las personas y 
el bienestar familiar. 

El mayor desafío para las mujeres en México es la igualdad de oportunidades, la brecha de 
género en el país requiere políticas en los ámbitos público y privado encaminadas a romper 
barreras que limitan el potencial de las mujeres. 

México tiene una brecha de género del 76.4%. Con ese porcentaje México está en la posición 
31 del ranking “Índice de la brecha de género”, que analiza la división de los recursos y las 
oportunidades entre hombres y mujeres en 155 países.2 

El delito de feminicidio la expresión de violencia más grave que puede repercutir en el 
bienestar de las mujeres y debe ser entendido como el asesinato por razones de género, por 
lo tanto, las Fiscalías y Procuradurías están obligadas a investigar las muertes violentas de 
mujeres, sin embargo, para efectos prácticos, apenas el 30% de estos crímenes han sido 
clasificados como feminicidios. 

Por ende, las dependencias encargadas de combatir los delitos se encuentran obligadas a 
atender la situación de violencia generalizada que se vive en México, en contra de la mujer. 
Estas autoridades en muchas ocasiones hacen caso omiso o se abstienen de realizar las 
investigaciones pertinentes, incluso las mismas autoridades se encargan de obstaculizar las 
mismas. 

De acuerdo con datos del SESNSP, el 2022 cerró con un total de 947 feminicidios, lo que lo 
coloca como el segundo año con más casos, sólo por debajo del 2021, en donde se 
contabilizaron 1004 casos, lo cual representa solo una disminución de 57 feminicidios de 
mujeres por razones de género. 

Los estados con mayor número de feminicidios son: el Estado de México con 138 casos, 
seguido de Nuevo León con 102 casos y la Ciudad de México con 73 casos. Por otra parte, los 
municipios con más casos de feminicidio son Juárez, Nuevo León, con 20 casos; seguido de 
Ciudad Juárez, Chihuahua, con 15 casos; después está Morelia, Michoacán, con 13 casos; y le 
sigue General Escobedo, Nuevo León, con 12 casos.3 
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A pesar de ello, la mayoría de las fiscalías y procuradurías de los estados de la República se 
encuentran a cargo de hombres, quedando en evidencia que no existe sensibilidad para 
investigar los delitos en razón de género. De las treinta y dos Procuradurías o Fiscalías 
estatales, veinticinco las presiden hombres, en cambio, solamente siete de ellas están a 
cargo de mujeres, siendo los Estados de Durango, Guerrero, Sinaloa, Sonora, Tlaxcala, 
Veracruz y la Ciudad de México. 

Los vacíos legales con los que cuentan los sistemas de investigación de delitos, la falta de 
unificación de protocolos de atención en las zonas donde se comete el crimen o se 
encuentra el cadáver de una mujer y la negación de las autoridades a reconocer cuando se 
comete un feminicidio han sido las piezas clave de la impunidad en la violencia de género. 
Juzgar la muerte violenta de una mujer como homicidio común, deriva en impunidad. 

Una de los principales motivos que generan impunidad en el país es la nula capacidad de 
los servidores públicos al momento de investigar y esclarecer los delitos. En este sentido, es 
necesario señalar el concepto de servidor público, el artículo 108 constitucional, en su 
párrafo primero, establece que: 

“...se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a 

toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el 

Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores 

públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán 

responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 

respectivas funciones ”. 

Otros motivos que obstaculizan el actuar por parte de las autoridades son la falta de 
infraestructura y la poca capacitación por parte del personal de las fiscalías, ocasionando 
que no se logren sentencias condenatorias. 

Por esta razón, es necesario que existan penas privativas de la libertad dentro de los Códigos 
Penales de cada estado de la república, para aquellos servidores públicos que obstaculicen 
la investigación o realicen alguna omisión dentro de esta. Además, es indispensable que se 
sancione al servidor público que discrimine a las víctimas por motivos de discriminación en 
razón de género, acorde a los principios establecidos en el artículo 5 de la Ley General de 
Víctimas, en particular a los principios de enfoque diferencial y especializado, así como, el 
principio de igualdad y no discriminación. 

Por otra parte, los protocolos de investigación son herramientas valiosas, ya que estructuran 
la forma de actuación para investigar delitos y esclarecer los hechos. Contienen 
instrucciones encaminadas a probar las características que tiene un determinado tipo 
penal. Sin embargo, en la mayoría de las procuradurías y fiscalías estatales no existen 
protocolos específicos para todos y cada uno de los delitos, casi todos se investigan con las 
reglas generales que se encuentran en la normativa penal. También, contribuyen a dar 
seguimiento a la investigación y que esta se conduzca respetando los derechos humanos y 
atiendan al principio de perspectiva de género. 
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En este tenor, el protocolo de investigación debe entenderse como una guía de prácticas 
idóneas que debe contar con una metodología de trabajo, que establezca los 
procedimientos básicos, pero no limitativos, de las actuaciones necesarias para facilitarle al 
operador jurídico la investigación y acreditación de un probable feminicidio. 

En el caso particular de los feminicidios, los protocolos de investigación buscan desentrañar 
las razones de género que dieron lugar al asesinato, como el abuso que vivió la víctima a lo 
largo de su vida, la incomunicación, violencia extrema o violencia sexual. 

Como parte de la sentencia de González y otras vs. México (Campo Algodonero)4 , el Estado 
mexicano se vio forzado a alcanzar ciertos estándares en cuanto a los protocolos, manuales, 
criterios ministeriales de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, 
utilizados para investigar todos los delitos relacionados con desapariciones, violencia sexual 
y homicidios de mujeres. La finalidad era que se armonizara la legislación interna con los 
tratados internacionales como lo son el Protocolo de Estambul, el Manual sobre la 
Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de 
Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas. 

La necesidad por parte de los familiares a tener acceso a la justicia los ha llevado a tomar 
por su propia cuenta las investigaciones; ya no solo convocando a marchas, sino también 
tratando de buscar evidencia que se vincule con los casos de feminicidio, porque en 
muchas ocasiones la autoridad competente no cumple con sus funciones, violentando el 
derecho de seguridad jurídica. Por lo tanto, los familiares de las víctimas demandan justicia 
y cada vez confían menos en las autoridades. 

La SCJN resolvió que toda muerte violenta de una mujer debe de ser investigada como 
feminicidio, sin embargo, solo el 27% de las muertes violentas de mujeres fueron 
investigadas como feminicidio en 2021. 

En seis años sólo siete de cada 100 casos de homicidio han sido esclarecidos y en este 
mismo periodo de tiempo menos de la mitad de los feminicidios registrados han concluido 
con una sentencia condenatoria. 

Al respecto, se enumeran a continuación casos emblemáticos que han sentado precedente 
y que dan cuenta de la impunidad y la discrecionalidad con la que actúan las autoridades 
en nuestro país: 

• Caso Mariana Lima 

El 29 de junio de 2010 le informaron a la señora Irinea Buendía que fue encontrado el cuerpo 
sin vida de su hija Mariana Lima Buendía, de 29 años, en el interior de la casa donde vivía 
con su esposo, un policía ministerial, en Chimalhuacán, Estado de México. 

Ante irregularidades que se presentaron durante la investigación por parte del personal de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de México en la averiguación previa de la 
muerte de Mariana, la señora Irinea Buendía impugnó el no ejercicio de la acción penal, así 
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como la falta de respuesta de las autoridades para reconsiderar la determinación e 
interpuso un amparo contra dicha omisión. 

Después de diversos recursos el amparo fue atraído por la SCJN, en la sentencia del amparo 
en revisión 554/2013, la Primera Sala de la SCJN consideró que las autoridades 
investigadoras deben explorar todas las líneas de investigación posibles con el fin de 
determinar la verdad histórica de lo sucedido. También señaló que el deber de investigar los 
asesinatos de mujeres adquiere mayor relevancia en un contexto de violencia, puesto que 
se debe tomar como una posible línea de investigación el asesinato en razón de género. 

Esta sentencia marcó un precedente histórico, pues la SCJN dictó lineamientos específicos 
para la investigación de los casos de asesinatos de mujeres víctimas de la violencia 
feminicida en México, destacando principalmente tres disposiciones: 1) Todas las muertes 
violentas de mujeres deben ser investigadas como feminicidio, con perspectiva de género, y 
con base en los estándares internacionales más altos. 2) En todos los casos es necesario 
recolectar y salvaguardar la evidencia para determinar si la víctima sufrió de violencia sexual 
o si ésta vivía en un contexto de violencia. 3) La inacción y la indiferencia del Estado ante los 
casos llevan a la revictimización y a la discriminación, por lo que los responsables deben ser 
sancionados. 

Como consecuencia de la sentencia, la entonces procuraduría del Estado de México creó 
una subprocuraduría para la Atención de Delitos vinculados a la Violencia de Género.5 

• Caso Karla Pontigo 

El 28 de octubre de 2012 Karla Pontigo Luccioto, de 22 años, acudió a su lugar de trabajo, 
cuando aproximadamente a las 02:50 horas, su hermano Fernando recibió una llamada de 
empleados del lugar informando Karla había sufrido un accidente. Cuando su hermano 
llegó al lugar encontró a Karla con una herida en la pierna y desangrándose. Luego de dos 
cirugías y ocho horas de trabajo en el quirófano, Karla falleció. 

El caso de Karla llegó a la SCJN, en donde la primera sala consideró que las autoridades 
encargadas de la averiguación previa no realizaron la investigación de su muerte con 
enfoque de género, omitieron el entorno geográfico y social de los hechos, y determinó que 
el derecho al acceso a la justicia también implica el derecho a la verdad, pues constituye 
una garantía para acabar con la impunidad, y promover y proteger los derechos humanos.6 

La sentencia de Karla Pontigo recalca la necesidad de que las autoridades ministeriales, 
periciales y policiales investiguen la muerte violenta de las mujeres con perspectiva de 
género. Por ello, la SCJN invalidó la consignación por homicidio culposo y ordenó al 
Ministerio Público realizar todas las diligencias necesarias para investigar, con perspectiva 
de género, la muerte de Karla Pontigo. 

La investigación fue atraída por la Fiscalía General de la República (FGR) en febrero de 2022, 
a través de la Fiscalía Especial para Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de 
Personas (Fevimtra), después de que el Juzgado Primero de Distrito en San Luis Potosí se 
pronunciara por la existencia de conflicto de interés, por parte de la Fiscalía General del 
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Estado de San Luis Potosí (Fgeslp) para investigar y traer justicia en el caso de feminicidio de 
Karla. 

A más de 10 años de su muerte y tres años de la emisión de la sentencia de la SCJN, hasta el 
momento no se cuenta con persona detenida ni sentenciada por el feminicidio. Sigue 
impune. 

• Caso Paola Buenrostro 

El 30 de septiembre de 2016 Paola Buenrostro, fue asesinada en las inmediaciones de 
Puente de Alvarado por un hombre que había contratado sus servicios. Hasta el momento 
no hay ninguna persona vinculada por el asesinato de Paola. Sigue impune.7 

Atendiendo a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra la Mujer, conocida como “Convención de Belém do Pará”, la cual conceptualiza la 
violencia contra las mujeres y establece las bases jurídicas para desarrollar legislación, 
acciones y políticas públicas en la materia. La Convención antes mencionada, en su artículo 
4, establece que: “Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección 
de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos”.8 En consideración a lo anterior, es 
fundamental que las entidades federativas a través de las Fiscalías y Procuradurías atiendan 
toda la problemática antes expuesta, porque existe inmensa impunidad al momento de dar 
seguimiento a este tipo de casos. 

Las y los servidores públicos juegan un papel fundamental no sólo en la aplicación de 
medidas destinadas a la atención y erradicación del fenómeno. En el cumplimiento de sus 
funciones se constituyen en agentes de cambio capaces de difundir no sólo la perspectiva 
de género, sino la normatividad y legislación internacional y nacional a favor de la no 
violencia contra las mujeres. 

Por lo tanto, es elemental que estas instituciones encargadas de combatir los delitos, 
cuenten con áreas especializadas que den seguimiento al delito de feminicidio, así como, 
fortalecer las capacidades de investigar por parte del personal que labora dentro de estas 
instituciones, con la finalidad de que tengan mayor sensibilidad. 

Es indispensable que se impulsen políticas públicas y sociales para prevenir la violencia de 
género. Priorizando las investigaciones de los feminicidios, por ser considerado un delito 
grave y que genera un gran impacto social. 

Por lo anteriormente expuesto, presento ante esta Honorable asamblea la 
siguiente proposición de urgente resolución , en los siguientes términos 

Puntos de Acuerdo 

Primero.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión exhorta a los 
Congresos de cada entidad federativa a que implementen en sus Códigos Penales 
sanciones que incluyan penas privativas de la libertad a los servidores públicos que desvíen, 
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obstaculicen, omitan o se abstengan de forma injustificada a realizar la investigación del 
hecho delictuoso de que se trate, asimismo, se niegue la calidad de víctima directa, 
indirecta o potencial u obstaculice el ejercicio de los derechos de las víctimas durante la 
investigación. En el mismo tenor, se considere como agravante que el servidor público 
actuó o fue omiso por motivos de discriminación en razón de género o cualquier otra causa 
que atente contra los principios establecidos en el artículo 5 de la Ley General de Víctimas. 

Segundo.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión exhorta a las 
Fiscalías y Procuradurías de las entidades federativas a crear, desarrollar, actualizar y 
estandarizar protocolos, manuales, criterios ministeriales e investigación, servicios periciales 
y de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que se relacionen con 
desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme a los estándares 
internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con base en una perspectiva de 
género en atención a la recomendación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en la sentencia González y otras (Campo Algodonero) vs México. 

Tercero.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión exhorta 
respetuosamente a la Fiscalía General de la República, así como a las Fiscalías y 
Procuradurías estatales a capacitar a los primeros respondientes sobre su actuación dentro 
de las investigaciones en los casos relacionados con desapariciones, violencia sexual y 
feminicidio, asimismo, a que coexista coordinación interinstitucional entre las Fiscalías y 
Procuradurías de justicia federal y estatales, atendiendo el Protocolo de Estambul y el 
Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, 
Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas (Protocolo de Minnesota). 

Notas: 

1. https://www.gob.mx/sesnsp#2696 
2. https://datosmacro.expansion.com/demografia/indice-brecha-genero-global 
3. https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-y-programas/incidencia-delictiva-

299891?state=published 
4. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf 
5. https://www.observatoriofeminicidiomexico.org/mariana-lima 
6. https://amnistia.org.mx/contenido/index.php/laluchacontinua-por-karla/ 
7. https://politica.expansion.mx/cdmx/2019/06/19/el-caso-de-paola-buenrostro-primer-

transfeminicidio-reconocido-en-la-cdmx 
8. https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo del 2023. 

Diputados y diputadas: Lilia Aguilar Gil, Leobardo Alcántara Martínez, Jaime Baltierra 
García, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Alfredo Femat Bañuelos, Irma Yordana Garay 
Loredo, Marisela Garduño Garduño, Esther Martínez Romano, Maribel Martínez Ruiz, Jorge 
Armando Ortiz Rodríguez , Maria de Jesús Paez Güereca, Ángel Benjamín Robles Montoya, 
Ana Karina Rojo Pimentel, María de Jesús Rosete Sánchez, Pedro Vázquez González, Shirley 
Guadalupe Vázquez Romero, Victoriano Wences Real;Aleida Alavez Ruiz, Karla Yuritzi 
Almazán Burgos, Raymundo Atanacio Luna, Martha Barajas García, Jorge Alberto Barrera 
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Toledo, Juan Angel Bautista Bravo, Adriana Bustamante Castellanos, Martha Azucena 
Camacho Reynoso, Susana Cano González, Celestina Castillo Secundino, María Guadalupe 
Chavira de la Rosa, Armando Corona Arvizu, Erika Vanessa Del Castillo Ibarra, Steve Esteban 
Del Razo Montiel, Félix Durán Ruiz, Brenda Espinoza López, José Luis Flores Pacheco, María 
Clemente Garcia Moreno, Antolín Guerrero Márquez, César Agustín Hernández Pérez, Arturo 
Roberto Hernández Tapia, Mónica Herrera Villavicencio, Javier Huerta Jurado, Salma 
Luévano Luna, Julio César Moreno Rivera, Alma Delia Navarrete Rivera, Jaime Humberto 
Pérez Bernabe, Laura Imelda Pérez Segura, Martha Robles Ortíz, Ángel Miguel Rodríguez 
Torres, Noemí Salazar López, Carlos Sánchez Barrios, Martín Sandoval Soto, María Sierra 
Damián, Paola Tenorio Adame, Julieta Kristal Vences Valencia; Joanna Alejandra Felipe 
Torres; Blanca María del Socorro Alcalá Ruiz, Mariana Erandi Nassar Piñeyro; Elizabeth Pérez 
Valdez, Ana Cecilia Luisa Gabriela Sodi Miranda; Amalia Dolores García Medina (rúbricas) 

 


